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obligación dE EntrEga, cumpli-
miEnto impErFEcto y rESolución 
dEl contrato. cortE SuprEma, 16 
dE abril dE 2013, rol nº 3.967-2.010.

El dESaFío

El desafío –señala la Corte Suprema 
en el considerando 8º de la sentencia  
que acogió el recurso de casación 
interpuesto por el demandante– con-
sis te en:

“especificar cuál sería ‘la cosa’ 
objeto de la compraventa que 
causa esta contienda”.

Y la Corte lleva razón, en éste y en 
otros muchos casos de incumplimien-
tos del vendedor; el desafío consiste, 
ante todo, en saber “qué”, exactamen-
te, se obligó a entregar el comprador.

doS nocionES dE EntrEga

Ése es un desafío cuya importancia 
no es aconsejable desatender, porque 
cuando se piensa con cuidado se 
advierte que la obligación de entrega 

pue de entenderse de dos maneras 
di versas. A la primera de ellas la 
de  nominaré “entrega como simple 
tra  dición”. A la segunda “entrega 
como conformidad al contrato”. Se-
gún la primera, el vendedor cumple 
con la obligación de entrega cuando 
tras pasa material y jurídicamente la 
cosa. De acuerdo con la segunda, 
cum ple cuando traspasa material y 
ju rídicamente una cosa conforme al 
contrato.

loS hEchoS

Se trata de un contrato de compraven-
ta en el que el vendedor se obligó a 
construir y entregar  un inmueble. 
En lo que importa aquí, la cláusula 
primera del contrato, bajo el título 
otroS, identificaba como una carac-
terística del inmueble que la

 “Electricidad será embutida 
con conduit PVC de 20 mm 
con 19 centros eléctricos”.

Por su parte, la cláusula segunda  ex-
presaba:
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“Que por este acto ‘el com-
prador’ adquiere para sí el 
bien antes señalado, con to-
das las características antes 
es pecificadas”.

Más adelante, el mismo contrato dis-
pone que la entrega tendría lugar 
sie te semanas después de la firma del 
con trato. Sin embargo, transcurridas 
las siete semanas, la vendedora puso 
a disposición del comprador el inmue-
ble sin instalaciones eléctricas y sin 
re cepción definitiva.

la prEtEnSión dEl dEmandantE

y laS SEntEnciaS dE inStancia

y alzada

El comprador demanda la resolu-
ción del contrato de compraventa y 
una indemnización de perjuicios. La 
resolución, habrá que entender ex 
artículo 1826. Frente a esta so li citud, 
la sentencia de primera ins tancia tuvo 
por establecido que no se había cum-
plido propiamente con la obligación 
de entrega y, por lo tanto, tuvo por 
incumplida la obligación de la vende-
dora, declarando resuelto el contrato y 
concediendo, parcialmente, la indem-
nización de daños y perjuicios. Cono-
ciendo de esta sentencia, la Corte de 
Apelaciones de Rancagua consideró 
que lo único que había reclamado el 
comprador era el incumplimiento de 
la obligación de entrega. No había 
añadido ninguna reclamación respec-
to de alguna deficiencia en la construc-
ción o la falta de trámites jurídicos. 

Tampoco se había referido al tema del 
atraso en la entrega. De manera que, 
continuaba el segundo considerando 
de la sentencia de alzada: 

“el tribunal queda limitado 
por esa petición, y lo único 
que podía establecerse en el 
fallo, era si el edificio se cons-
truyó o no. Excluido quedaba 
todo otro punto relativo a la 
calidad, o a la oportunidad así 
como al cumplimiento de trá-
mites posteriores habilitantes 
para su ocupación legítima”.

Por otra parte, señala la Corte, el pro-
pio demandante, en un instrumento 
acompañado a los autos, sostiene 
haber recibido la construcción, por 
lo mismo, esa confesión 

“contradice la afirmación ro-
tunda del libelo en cuanto a 
que ‘la demandada a la fecha 
no ha cumplido con la obliga-
ción de entregarme el inmue-
ble que le compré’”. 

Por lo tanto, la sentencia de la Corte 
de Apelaciones de Rancagua revoca 
la sentencia de primera instancia.

la SEntEncia

dE la cortE SuprEma

La sentencia merece un tratamiento 
aparte. Convendrá comenzarlo re-
produciendo su razonamiento. En 
primer lugar –nos indica– el ar tículo 
1546 dispone que los contratos deben 
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cumplirse de buena fe y esto supone 
que la fisonomía de la obligación no 
queda determinada únicamente por 
la literalidad del contrato. Se pregun-
ta, entonces, el tribunal: 

“A qué se obligó Madrid y M a-
drid Compañía Limitada [la 
de mandada]”.

Y responde:

“A lo que se expresó en la es-
tipulación. A lo que emana de 
la naturaleza del contrato. A 
lo que por la ley o la  costum-
bre pertenecen a [sic] ésa”.

En segundo lugar, indaga qué es 
aquello que emana de la naturale-
za del contrato o pertenece a ella 
según la ley o la costumbre. La res-
puesta, en opinión de la Corte, ha 
de buscarse en el artículo 1444. En 
tercer lugar, se sirve de las reglas de 
interpretación contractual del Código 
Civil. En particular a las disposiciones 
contenidas en los artículos 1560 y 
1563. Finalmente, nos recuerda que 
en un caso como éste siempre debe 
tenerse a la vista lo dispuesto en la 
regulación propia de la compraven ta. 
En los siguientes términos: 

“En la solución de lo pendien-
te no debe hacerse abstracción 
de ciertos lineamientos básicos 
del contrato de compra venta. 
El deber primario del ven-
dedor reside en entregar ‘la 
cosa vendida’ (ar tículos 1824 
y 1826), por lo que le ‘tocan 

naturalmente los costos’ de 
‘poner ‘la cosa’ en disposición 
de entregarla” (ar tículo 1825). 

La Corte, luego, se pregunta “¿Qué 
cosa?” Y responde: 

“A juicio de esta Corte no pue de 
ponerse en duda que aquello a 
que se sometió la de mandada 
fue a lo que se ex presó en el 
contrato, esto es, a vender un 
inmueble con las especificacio-
nes detalladas, en tre las cuales 
la instalación eléc trica, dentro 
del término de siete semanas”. 

Tampoco duda el tribunal que la 
re gularización administrativa del 
in mueble resulta necesaria para una 
en trega conforme del inmueble.

De manera tal que, como se ve, 
con cargo a diversos expedientes, la 
Corte se ha ocupado de precisar el 
objeto que debe ser entregado, con-
cluyendo que no es sencillamente la 
casa, sino que la casa en condiciones 
adecuadas. Y así la sentencia señala: 

“no merece dudas a estos juz-
gadores que la obligación que 
contrajo el vendedor no está 
cumplida por mientras no 
se entregue al comprador el 
in mueble como un todo, tal 
cual reza el contrato –especie 
o cuerpo cierto– en estado de 
ser utilizado para el propósito 
que ambas partes entendie-
ron al consentir, es decir, de 
vivienda”.

Revista Fueyo 20.indd   237 31-07-13   11:35



238

Iñigo de la Maza Gazmuri

Co
m

en
ta

rio
s 

de
 ju

ris
pr

ud
en

ci
a

RChDP Nº 20

El propóSito práctico

dEl contrato

Conviene detenernos en esta noción 
de “propósito que ambas partes en-
ten dieron al consentir”. En un tra-
bajo especialmente lúcido Antonio 
Manuel Morales Moreno1, nos señala 
la importancia de concebir el nego-
cio jurídico de manera que permita  
capturar “todo el interés de las partes 
que objetivamente él organiza”2. La 
idea de propósito práctico, que An-
tonio Morales Moreno toma de su 
maestro, Federico de Castro y Bravo, 
se utiliza para designar el resultado 
que los intervinientes se proponen 
alcanzar a través del contrato y es 
en torno a ese propósito que debe 
entenderse la totalidad del acuerdo. 
Desde luego, como nos señala el 
profesor Antonio Morales3, el propó-
sito práctico no equivale a las mo ti-
vaciones individuales de las partes 
que lo celebran, sino a aquellas moti-
v aciones que, de alguna manera, se 
in corporaron al contrato. Es decir, 
co rresponde a las motivaciones pro-
tegidas por el contrato.

La Corte Suprema acierta, en-
tonces, cuando observa el incum-
plimiento a través  del prisma del 
pro pósito de las partes. Lo que am -
bas entendieron es que el in mueble 
se dedicaría a vivienda, por lo tanto, 
esa motivación del vendedor ha de 
entenderse protegida por el contrato. 
Y es en torno a ella que debe ende-

1 moralES morEno (2006) pp. 323-348.
2 Op. cit., p. 329.
3 Op. cit., p. 332.

rezarse la idea de incumplimiento. 
Si el inmueble no fue entregado en 
condiciones de dedicarlo a la vivien-
da resulta evidente que se frustró el 
propósito práctico del contrato o, 
en otras palabras, que el vendedor 
incumplió con su obligación.

¿qué obligación?

Ahora bien, llegados a este punto, ha-
brá que advertir que, en su sentencia, 
la Corte de Apelaciones de Rancagua 
no indica que la vendedora haya 
cumplido con su obligación. Más 
bien señala que el comprador en-
causó incorrectamente su pretensión. 
Estima la Corte que la obligación de 
entrega se encontraba cumplida; lo 
que podía discutirse eran las deficien-
cias en la construcción, la falta de 
trámites jurídicos o el tema del atraso. 
En otras palabras, la diferencia de 
opinión entre la Corte Suprema y la 
Corte de Apelaciones no se encuen-
tra en que la primera haya estimado 
que existía incumplimiento y la 
segunda no. Apa rentemente, ambas 
consideraron que existía. La diferen-
cia está en que la Corte Suprema 
estimó que había incumplimiento de 
la obligación de entrega y la Corte 
de Apelaciones consideró que esa 
obligación al menos se encontraba 
cumplida.

Desde luego, no cabe duda de 
que se trata de una entrega defectuo-
sa, lo que aparece menos evidente 
es cuál es el régimen de los cumpli-
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mientos imperfectos como éste4. Y 
se trata de una pregunta interesante 
porque, como resulta bien sabido, el 
título xxiii del Código Civil regula un 
régimen general de incumplimiento 
(ex artículos 1826 y 1873) y otros 
es peciales (así el de la cabida, de la 
evic ción y de los vicios redhibitorios). 
Cuando se presta atención al lenguaje 
empleado por la Corte de Apelacio-
nes de Rancagua (particularmente 
a la expresión “deficiencia en la 
construcción”) podríamos lle gar a la 
conclusión de que el Tribunal de Al-
zada estima que lo que, en realidad, 
se había configurado era el supuesto 
de las acciones edilicias propias de los 
vicios redhibitorios y no el supuesto 
de hecho de la acción resolutoria. 

La idea según la cual unas mis-
mas circunstancias pueden confi-
gurar el supuesto de hecho de dos 
medios de tutela diversos entraña dos 
cuestiones que son de difícil solución. 

La primera de ellas es si, como nos 
preguntamos en este caso, efectiva-
mente se produce concurso, por ejem-
plo entre el supuesto de hecho de la 
acción resolutoria y el de las edilicias 
o bien entre el supuesto de hecho de 
la acción de cumplimiento forzado5. 
Pero el alcance de la pregunta puede 
extenderse, y podemos cuestionarnos, 
por ejemplo, si existe concurso entre 
los vicios del consentimiento (el error, 
por ejemplo) y la acción resolutoria6. 

4 Sobre el tema puede consultarse dE la 
maza (2012a) pp. 629-663.

5 Sobre esto último puede con sul tarse 
dE la maza (2012b) pp. 95-114.

6 Sobre el tema véase dE la maza (2011) 
pp. 213-234.

Asumiendo que el concurso se 
presente, la siguiente cuestión que 
debe ser planteada es cómo ha de 
resolverse. Y las opciones pueden 
ser múltiples. En primer lugar, podrá 
concederse la opción al comprador 
de  encausar su pretensión por el 
régimen que desee. Así, por ejemplo, 
sucede en la importante sentencia 
de la Corte Suprema de fecha 27 
de julio de 20057, en la cual parece 
aceptar no sólo el concurso entre el 
error substancial y la acción resolu-
toria sino que, además, asume que el 
comprador puede elegir cualquiera 
de las dos vías para encausar su 
pretensión. En segundo lugar, sin 
embargo, puede considerarse que 
la ley especial deroga a la general y 
estimar el régimen especial desplaza 
al general, en términos tales que el 
comprador tendrá necesariamente 
que servirse de la tutela que le pro-
diga el régimen especial. Así, por 
ejemplo, en un caso, en el cual se 
solicitaba indemnización de perjui-
cios por la presencia en un predio de 
terceros con derechos incompatibles 
con los del comprador,  la Corte de 
Apelaciones de Valdivia con fecha 16 
de noviembre de 2009 (Toro Man-
cilla, Rodrigo c/ Banco Santander) 
resolvió que este último únicamente 
podía acudir a los medios de tutela 
propios de la evicción y no a la in-
demnización de daños y perjuicios.

7 Cecinas La Preferida S.A. con sociedad 
Comercial Salinak Limitada (2006). Con 
comentario en Revista Chilena de Derecho 
Privado, Nº 6, Santiago, 2006, pp. 155-162.
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EntrEga como SimplE tradición

y EntrEga como conFormidad

al contrato

La innecesaria sutileza de las distin-
ciones entre el supuesto de hecho de 
las acciones generales y el propio de 
las especiales y la incertidumbre que 
generan, aconseja, hasta donde sea 
posible, desprenderse de ellas. Eso es 
lo que, en algún sentido, hace la Cor-
te Suprema al configurar la obliga-
ción de entrega de la manera en que 
ha quedado expuesta. En realidad, la 
amplitud de los regímenes especiales 
depende directamente de la amplitud 
que se confiera a la obligación  de 
entrega. Si esta última obligación se 
concibe de manera estrecha, como 
lo hace la Corte de Apelaciones de 
Rancagua, es decir, como simple 
entrega material y jurídica queda un 
amplio margen para la cabida, los 
vicios redhibitorios y la evicción. Si, 
en cambio, se concibe como con-
formidad con el contrato, el espacio 
de las acciones especiales se reduce 
hasta prácticamente desaparecer.

En fin, el camino de la Corte Su-
prema es el correcto, se trata de una 
sen tencia que nos aproxima a una 
no ción de incumplimiento amplio 
y unitario; de una decisión que, con 
algo de suerte, acelerará la lenta e 
im perceptible retirada de los sis temas 

de responsabilidad especial en el con-
trato de compraventa.
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